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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENA-
RIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA  
EL DÍA 7 DE MAYO DE 2014 AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 136 DE 2013 SENADO
por medio de la cual la Nación se vincula a la  
celebración de los ciento cincuenta (150) años  
de vida municipal del municipio de Yumbo, de-
partamento del Valle del Cauca, y se dictan otras  

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Nación se vincula a la celebra-

ción de los ciento cincuenta (150) años de vida 
municipal del municipio de Yumbo, departamento 
del Valle del Cauca, la cual se llevará a cabo el día 
14 de mayo de 2014. 

Artículo 2°. Con motivo de tal efemérides la 
Nación erigirá un monumento a sus fundadores 
y lo instalará con una placa conmemorativa en el 
parque principal del municipio.

Artículo 3°. Radio y Televisión de Colombia 
(RTVC) emitirá cada año un programa de tele-
visión y radio, que será transmitido por el Canal 
Institucional Señal Colombia y la Radiodifusora 
Nacional, sobre los principales aspectos cultura-
les, costumbres, sociales, deportivos y turísticos 
del municipio de Yumbo-Valle del Cauca.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su sanción y promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 
permito presentar el te to de nitivo aprobado en 
sesión Plenaria del Senado de la República el día 7 
de mayo de 2014, al Proyecto de ley número 136 
de 2013 Senado, por medio de la cual la Nación 
se vincula a la celebración de los ciento cincuen-
ta (150) años de vida municipal del municipio de 

Yumbo, departamento del Valle del Cauca y se dic-
tan otras disposiciones, y de esta manera continúe 
su trámite legal y reglamentario en la honorable 
Cámara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
Senado el día 7 de mayo de 2014 según texto pro-
puesto para segundo debate sin modi caciones.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENA-
RIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA  
EL DÍA 7 DE MAYO DE 2014 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 148 DE 2013 SENADO, 

189 DE 2012 CÁMARA
°  

de la Ley 981 de 2005.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
 Artículo 1°. 

 Artículo 5°. Base Gravable y tarifa de la so-
bretasa ambiental. Para efectos del cobro y recau-
do del tributo debe entenderse como base gravable 
el valor total del peaje a pagar por cada vehículo 
que transite por la vía, según la clasi cación vi-
gente al momento de su causación.

 La tarifa a aplicar sobre la base gravable será 
del ocho por ciento (8%).

 Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga las normas que 
le sean contrarias.
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Con el propósito de dar cumplimiento a lo esta-
blecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me per-
mito presentar el texto de nitivo aprobado en sesión 
Plenaria del Senado de la República el día 7 de mayo 
de 2014, al Proyecto de ley número 148 de 2013 Se-
nado, 189 de 2012 Cámara, por medio de la cual se 

° de la Ley 981 de 2005, y de 
esta manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
Senado el día 7 de mayo de 2014 según texto pro-
puesto para segundo debate sin modi caciones.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENA-
RIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA  
EL DÍA 7 DE MAYO DE 2014 AL PROYECTO 

DE LEY NÚMERO 174 DE 2014 SENADO
 

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Con el n de garanti ar la creación 
y el fortalecimiento de una cultura de pa  en Co-
lombia, establé case la Cátedra de la Pa  en todas 
las instituciones educativas de preescolar, básica y 
media como una asignatura independiente.

Parágrafo 1°. En observancia del principio de 
autonomía universitaria, cada institución de edu-
cación superior desarrollará la Cátedra de la Pa , 
en concordancia con sus programas académicos y 
su modelo educativo.

Parágrafo 2°. La Cátedra de la Pa  tendrá como 
objetivo crear y consolidar un espacio para el 
aprendi aje, la re exión y el diálogo sobre la cul-
tura de la pa  y el desarrollo sostenible que contri-
buya al bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población.

Parágrafo 3°. La Cátedra será un espacio de re-
exión y formación en torno a la convivencia con 

respeto, fundamentado en el artículo 20 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

Artículo 2º. Para corresponder al mandato cons-
titucional consagrado en los artículos 22 y 41 de la 
Constitución Nacional, el carácter de la Cátedra de 
la Pa  será obligatorio.

Artículo 3º. El desarrollo de la Cátedra de la 
Pa  se ceñirá a un pénsum académico exible, el 
cual será el punto de partida para que cada insti-
tución educativa lo adapte de acuerdo con las cir-
cunstancias académicas y de tiempo, modo y lugar 
que sean pertinentes.

La estructura y funcionamiento de la cátedra 
serán determinados por el reglamento correspon-
diente que deberá expedir el Gobierno Nacional 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la expe-

dición de la presente ley a través del Ministerio de 
Educación, quien podrá coordinar la reglamenta-
ción con los Ministerios del Interior y de Cultura.

Artículo 4º. Las instituciones educativas de pre-
escolar, básica y media, incluirán en sus respectivos 
planes de estudio la Cátedra de la Pa , de acuerdo 
con la reglamentación que en virtud del artículo 3º 
de la presente ley, expida el Gobierno Nacional.

Artículo 5°. El Plan Nacional de Desarrollo 
Educativo de que trata el artículo 72 de la Ley 115 
de 1994 deberá tener en cuenta la Cátedra de la Pa  
como un factor determinante para su ejecución.

Artículo 6º. El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Educación proporcionará los crite-
rios y orientaciones requeridas para el cabal cum-
plimiento de lo dispuesto en la presente ley.

Las entidades territoriales certi cadas en edu-
cación, en ejercicio de las funciones de inspección 
y vigilancia que le hayan sido delegadas, veri ca-
rán que las instituciones educativas implementen y 
desarrollen la Cátedra de la Pa .

Artículo 7º. El Gobierno Nacional tendrá un 
pla o de seis (6) meses para la reglamentación y 
aplicación de esta ley.

Artículo 8°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo esta-
blecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me per-
mito presentar el texto de nitivo aprobado en sesión 
Plenaria del Senado de la República el día 7 de mayo 
de 2014, al Proyecto de ley número 174 de 2014 Se-
nado, 

, y de esta 
manera continúe su trámite legal y reglamentario en 
la honorable Cámara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
Senado el día 7 de mayo de 2014 según texto pro-
puesto para segundo debate con modi caciones.

* * *
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN  
SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE  
LA REPÚBLICA LOS DÍAS 29 DE ABRIL Y 6 
DE MAYO DE 2014 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 244 DE 2013 SENADO, 037 DE 

2012 CÁMARA

Leyes 599 de 2000, 906 de 2004 y se adoptan me-

-

dictan otras disposiciones.
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Artículo 1°.  La presente ley 

tiene por objeto la adopción de medidas para ga-
ranti ar el derecho de acceso a la justicia de las 
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víctimas de violencia sexual, en especial de la vio-
lencia sexual asociada al con icto armado interno. 
Estas medidas buscan atender de manera priorita-
ria las necesidades de las mujeres, niñas, niños y 
adolescentes víctimas.

CAPÍTULO II
De los tipos penales

Artículo 2°. 
 Artí-

culo 138A. Acceso carnal abusivo en persona pro-
tegida menor de catorce años. El que, con ocasión 
y en desarrollo de con icto armado, acceda carnal-
mente a persona protegida menor de catorce (14) 
años, incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) 
a trescientos veinticuatro (324) meses y multa 
de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis 
(666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 3°. 
 Ar-

tículo 139A. -
da menor de catorce años. El que con ocasión y 
en desarrollo de con icto armado reali are actos 
sexuales diversos del acceso carnal con persona 
protegida menor de catorce (14) años o en su pre-
sencia, o la indu ca a prácticas sexuales, incurrirá 
en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento sesen-
ta y dos (162) meses y multa de ciento treinta y 
tres punto treinta y tres (133.33) a setecientos cin-
cuenta (750) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 141 de la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 141. -
na protegida. El que, con ocasión y en desarrollo 
del con icto armado, obligue a persona protegida 
a prestar servicios sexuales, incurrirá en prisión de 
ciento sesenta (160) a trescientos veinticuatro (324) 
meses y multa de seiscientos sesenta y seis punto 
sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1.500) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 5°. Adiciónese el artículo 141A a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 141A. 
protegida. El que, con ocasión y en desarrollo del 
con icto armado, ejer a uno de los atributos del 
derecho de propiedad por medio de la violencia 
sobre persona protegida para que realice uno o 
más actos de naturale a sexual, incurrirá en pri-
sión de ciento sesenta (160) a trescientos veinti-
cuatro (324) meses y multa de seiscientos sesenta 
y seis punto sesenta y seis (666.66) a mil quinien-
tos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 141B a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos: 

Artículo 141B. Trata de personas en persona 
El que, 

con ocasión y en desarrollo del con icto arma-
do, capte, traslade, acoja o reciba a una persona 
protegida dentro del territorio nacional o hacia el 

exterior, con nes de explotación sexual, incurrirá 
en prisión de ciento cincuenta y seis (156) a dos-
cientos setenta y seis (276) meses y una multa de 
ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

Para efectos de este artículo se entenderá por 
explotación de carácter sexual el obtener provecho 
económico o cualquier otro bene cio para sí o para 
otra persona, mediante la explotación de la prosti-
tución ajena, la esclavitud sexual, el matrimonio 
servil, el turismo sexual o cualquier otra forma de 
explotación sexual.

Parágrafo. El consentimiento dado por la víc-
tima a cualquier forma de explotación de nida en 
este artículo no constituirá causal de exoneración 
de responsabilidad penal.

Artículo 7°. Adiciónese el artículo 139B a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139B. -
sona protegida. El que con ocasión y en desarrollo 
del con icto armado, por medio de la violencia, 
prive a una persona protegida de la capacidad de 
reproducción biológica, incurrirá en prisión de se-
senta y cuatro (64) a ciento sesenta y dos (162) 
meses y multa de ciento treinta y tres punto treinta 
y tres (133.33) a setecientos cincuenta (750) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes.

Parágrafo. No se entenderá como esterili ación 
for ada la privación de la capacidad de reproduc-
ción biológica que corresponda a las necesidades 
de tratamiento consentido por la víctima.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 139C a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139C. 
protegida. El que con ocasión del con icto arma-
do, habiendo dejado en embara o a persona prote-
gida como resultado de una conducta constitutiva 
de acceso carnal violento, abusivo o en persona 
puesta en incapacidad de resistir, obligue a quien 
ha quedado en embara o a continuar con la gesta-
ción, incurrirá en prisión de ciento sesenta meses 
(160) a trescientos veinticuatro (324) meses y mul-
ta de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis 
(666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 139D a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139D. 
protegida. El que, con ocasión y en desarrollo 
del con icto armado, por medio de la violencia, 
obligue a persona protegida a desnudarse total o 
parcialmente o a permanecer desnuda, incurrirá 
en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento sesen-
ta y dos (162) meses y multa de ciento treinta y 
tres punto treinta y tres (133.33) a setecientos cin-
cuenta (750) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

Artículo 10. Adiciónese el artículo 139E a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 139E. -
tegida. El que con ocasión y en desarrollo del con-
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icto armado, a través de la violencia interrumpa 
u obligue a interrumpir el embara o de persona 
protegida sin su consentimiento, incurrirá en pri-
sión de ciento sesenta meses (160) a trescientos 
veinticuatro (324) meses y multa de seiscientos 
sesenta y seis punto sesenta y seis (666.66) a mil 
quinientos (1.500) salarios mínimos legales men-
suales vigentes.

Artículo 11. Adiciónese el artículo 212A a la 
Ley 599 de 2000 en los siguientes términos:

Artículo 212A. Violencia. Para los efectos de 
las conductas descritas en los capítulos anteriores, 
se entenderá por violencia: el uso de la fuer a  la 
amena a del uso de la fuer a  la coacción física 
o psicológica, como la causada por el temor a la 
violencia, la intimidación  la detención ilegal  la 
opresión psicológica  el abuso de poder  la utili-
ación de entornos de coacción y circunstancias 

similares que impidan a la víctima dar su libre 
consentimiento.

Artículo 12. Adiciónese el numeral 5 al artículo 
216 de la Ley 599 de 2000 en los siguientes tér-
minos:

5. La conducta se cometiere como forma de re-
taliación, represión o silenciamiento de personas 
que forman parte de organi aciones sociales, co-
munitarias o políticas o que se desempeñan como 
líderes o defensoras de Derechos Humanos.

CAPÍTULO III
De la investigación y juzgamiento

Artículo 13. -
. Las víctimas de violen-

cia sexual sin perjuicio de los derechos, garantías 
y medidas establecidos en los artículos 11 y 14, 
y el Capítulo IV del Título IV de la Ley 906 de 
2000  en los artículos 8°, 19, 20, 21 y 22 de la Ley 
1257 de 2008  en los artículos 35, 36, 38, 39, 40, 
41, 42, 43, 44, 52, 53, 54, 69, 132, 135, 136, 137, 
139, 140, 149, 150, 151, 181, 182, 183, 184, 186, 
187, 188, 190, 191 de la Ley 1448 de 2011  en el 
artículo 54 de la Ley 1438 de 2011  en el artículo 
15 de la Ley 360 de 1997  en los artículos 192, 
193, 194, 195, 196, 197, 198 de la Ley 1098 de 
2006 y demás disposiciones que las modi quen o 
adicionen, tienen derecho a:

1. Que se preserve en todo momento la intimi-
dad y privacidad manteniendo la con dencialidad 
de la información sobre su nombre, residencia, 
teléfono, lugar de trabajo o estudio, entre otros, 
incluyendo la de su familia y personas allegadas. 
Esta protección es irrenunciable para las víctimas 
menores de 18 años.

2. Que se les extienda copia de la denuncia, del 
reconocimiento médico legal y de cualquier otro 
documento de interés para la víctima.

3. No ser discriminadas en ra ón de su pasado 
ni de su comportamiento u orientación sexual, ni 
por ninguna otra causa respetando el principio de 
igualdad y no discriminación, en cualquier ámbi-

to o momento de la atención, especialmente por 
los operadores de justicia y los intervinientes en el 
proceso judicial.

4. Ser atendida por personas formadas en De-
rechos Humanos, y enfoque diferencial. Todas las 
instituciones involucradas en la atención a vícti-
mas de violencia sexual harán esfuer os presu-
puestales, pedagógicos y administrativos para el 
cumplimiento de esta obligación.

5. El derecho a no ser confrontadas con el agre-
sor, a no ser sometidas a pruebas repetitivas y a 
solicitar a las autoridades judiciales que se absten-
gan de ordenar la práctica de pruebas o excluyan 
las ya practicadas que conlleven una intromisión 
innecesaria o desproporcionada de su derecho a la 
intimidad.

6. Ser atendidas en lugares accesibles, que ga-
ranticen la privacidad, salubridad, seguridad y co-
modidad.

7. Ser protegidas contra toda forma de coerción, 
violencia o intimidación, directa o sobre sus fami-
lias o personas bajo su custodia.

8. A que se valore el contexto en que ocurrieron 
los hechos objeto de investigación sin prejuicios 
contra la víctima.

9. A contar con asesoría, acompañamiento y 
asistencia técnica legal en todas las etapas pro-
cesales y desde el momento en que el hecho sea 
conocido por las autoridades. Las entrevistas y di-
ligencias que se surtan antes de la formulación de 
imputación deberán reali arse en un lugar seguro 
y que le genere con an a a la víctima, y ningún 
funcionario podrá impedirle estar acompañada por 
un abogado o abogada, o psicóloga o psicólogo. Se 
deberán garanti ar lugares de espera para las vícti-
mas aislados de las áreas en las que se desarrollan 
las diligencias judiciales, que eviten el contacto 
con el agresor o su defensa, y con el acompaña-
miento de personal idóneo.

10. A que se les brinde iguales oportunidades 
desde un enfoque diferencial, para rendir declara-
ción como a los demás testigos, y se adopten me-
didas para facilitar dicho testimonio en el proceso 
penal.

11. A que se considere su condición de especial 
vulnerabilidad, atendiendo a su condición etaria, 
de discapacidad, pertenencia a un grupo étnico, 
pertenencia a poblaciones discriminadas o a orga-
ni aciones sociales o colectivos que son objeto de 
violencia sociopolítica, en la adopción de medidas 
de prevención, protección, en garantías para su 
participación en el proceso judicial y para deter-
minar su reparación.

12. La mujer embara ada víctima de acceso 
carnal violento con ocasión y en desarrollo del 
con icto armado, deberá ser informada, asesorada 
y atendida sobre la posibilidad de continuar o inte-
rrumpir el embara o.

Parágrafo 1°. Los funcionarios públicos que 
en el desarrollo del proceso penal o cualquier otro 
tipo de actuación jurisdiccional o administrativa 
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incumplan sus obligaciones respecto de la garantía 
de los derechos de las víctimas de violencia se-
xual, responderán ante los Tribunales y Ju gados 
competentes, y ante las autoridades disciplinarias 
por dichas conductas.

El Ministerio Público vigilará el cumplimiento 
de los derechos de las víctimas de violencia se-
xual de manera prioritaria. Las investigaciones so-
bre presuntas faltas disciplinarias se adelantarán a 
través del procedimiento verbal establecido en el 
Capítulo I del Título XI del Código Disciplinario 
Único.

Parágrafo 2°. En el término de un (1) año a par-
tir de la entrada en vigencia de la presente ley, la 
Fiscalía General de la Nación, el Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el Institu-
to Colombiano de Bienestar Familiar, las Comi-
sarías de Familia, la Policía Nacional, el Consejo 
Superior de la Judicatura, la Defensoría del Pue-
blo, el Ministerio de Salud y demás autoridades 
involucradas en los procesos de atención integral 
y acceso a la justicia de las víctimas de violencia 
sexual, tendrán que presentar un informe detallado 
al Comité de Seguimiento sobre las medidas im-
plementadas para la adecuación y fortalecimiento 
institucional que garanticen los derechos y garan-
tías consagradas en este artículo.

Artículo 14. La autoridad judicial competente 
adelantará la investigación de los delitos que cons-
tituyen violencia sexual con ocasión del con icto 
armado, para lo cual se tendrá en cuenta como hi-
pótesis, entre otras, lo siguiente:

1. Contexto en que ocurrieron los hechos objeto 
de investigación.

2. Circunstancias en las que ocurrieron los  
hechos.

3. Patrones de comisión de la conducta punible.
4. Carácter generali ado o sistemático del ata-

que en virtud del cual se desarrolle la conducta.
5. Conocimiento del ataque generali ado o sis-

temático.
6. Pertenencia del sujeto activo a un aparato or-

gani ado de poder que actúe de manera criminal.
7. Reali ación de la conducta en desarrollo de 

una política del grupo organi ado.
Artículo 15. Crimen de lesa humanidad. Se en-

tenderán como “crimen de lesa humanidad” los 
actos de violencia sexual cuando se cometan como 
parte de un ataque generali ado o sistemático con-
tra la población civil y con conocimiento de dicho 
ataque, de conformidad con las de niciones del ar-
tículo 7° del Estatuto de Roma y los elementos de 
los crímenes desarrollados a partir de ese estatuto.

La autoridad judicial competente que adelante 
la investigación y el ju gamiento, deberá declarar 
que la(s) conducta(s) por la cual se investiga o ju -
ga es de lesa humanidad, cuando así se estable ca.

Artículo 16. 

 El 

término de prescripción para las conductas puni-
bles de desaparición for ada, tortura, homicidio de 
miembro de una organi ación sindical, homicidio 
de defensor de Derechos Humanos, homicidio de 
periodista y despla amiento for ado será de treinta 
(30) años. En las conductas punibles de ejecución 
permanente el término de prescripción comen a-
rá a correr desde la perpetración del último acto. 
La acción penal para los delitos de genocidio, lesa 
humanidad y crímenes de guerra será imprescrip-
tible.

Artículo 17. Obligación de adelantar las inves-
-

En los casos que 
involucren violencia sexual, el scal, el Jue  o el 
Magistrado deben actuar con debida diligencia  
deberán utili ar plenamente sus facultades o cio-
sas en la investigación para evitar que haya impu-
nidad.

La investigación debe iniciarse de manera in-
mediata al conocimiento de los hechos y ser lleva-
da a cabo en un pla o ra onable. El impulso de la 
investigación es un deber jurídico propio, no debe 
recaer esta carga en la iniciativa de la víctima, en 
su participación en el proceso o depender de su 
retractación. En caso de retractación, le correspon-
de al Fiscal del caso corroborar los motivos que 
promovieron esta decisión de la víctima, especial-
mente aquellos referidos a las condiciones de se-
guridad, medidas de protección y posibles situa-
ciones de revictimi ación.

El Fiscal del caso deberá contar dentro de su 
grupo de investigadores criminalísticos con per-
sonal capacitado en delitos sexuales, con quienes 
adecuará el programa metodológico de la inves-
tigación de acuerdo a las características de cada 
caso y atendiendo a las características étnicas, eta-
rias y socioeconómicas de la víctima.

Las actuaciones adelantadas por los funciona-
rios judiciales deberán respetar en todo momen-
to la dignidad de las víctimas de violencia sexual 
y atender sus necesidades de tal manera que no 
constituyan actos de revictimi ación.

Artículo 18. Recomendaciones para los funcio-
 

Sin perjuicio de los principios de la libertad proba-
toria, presunción de inocencia, autonomía judicial 
y demás principios previstos, entre otros, en el artí-
culo 7° del Código de Procedimiento Penal, en los 
casos en que se investiguen delitos que involucren 
violencia sexual, el personal de policía judicial, de 
Medicina Legal, Ministerio Público, de Fiscalía, y 
de Judicatura podrán observar las siguientes reco-
mendaciones en el recaudo, práctica y valoración 
de las pruebas:

1. El consentimiento no podrá inferirse de nin-
guna palabra, gesto o conducta de la víctima cuan-
do este no sea voluntario y libre.

2. El consentimiento no podrá inferirse del si-
lencio o de la falta de resistencia de la víctima a la 
violencia sexual.
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3. El Jue  o Magistrado no admitirá pruebas que 
propicien discriminaciones por ra ones religiosas, 
étnicas, ideológicas, políticas, u otras.

Artículo 19. Recomendaciones para la con-
ducción de la investigación y apreciación de las 

 Sin perjui-
cio de los principios de libertad probatoria, de la 
presunción de inocencia y la autonomía judicial y 
demás principios previstos, entre otros, en el ar-
tículo 7° del Código de Procedimiento Penal, los 
funcionarios competentes podrán tener en cuenta 
las siguientes recomendaciones para la conduc-
ción de la investigación y apreciación de las prue-
bas en casos de violencia sexual, sin perjuicio de la 
utili ación de otros criterios dirigidos a garanti ar 
la debida diligencia en la investigación y ju ga-
miento:

1. No se condicionará la determinación de la 
ocurrencia del hecho de violencia sexual a la exis-
tencia de prueba física.

2. La ausencia de rastros de espermato oides, 
uidos, ADN, o lesiones en el cuerpo de la vícti-

ma, no es ra ón su ciente para concluir la no ocu-
rrencia de la conducta.

3. La utili ación de preservativo por parte del 
presunto agresor, no permite inferir el consenti-
miento por parte de la víctima.

4. El halla go del himen entero en la víctima no 
es ra ón su ciente para concluir la no ocurrencia 
de la conducta.

5. Se atenderá al contexto en que ocurrieron los 
hechos criminales y los patrones que explican su 
comisión, especialmente aquellos que ocurren en 
el marco del con icto armado.

Para este efecto los operadores de justicia po-
drán acudir a peritajes psicológicos o antropoló-
gicos.

6. No se desestimará el testimonio de la vícti-
ma de violencia sexual con ocasión del con icto 
armado, en especial cuando se trata de una víctima 
menor de edad.

7. Se introducirán técnicas de investigación de 
alta calidad para la obtención de pruebas sin ser 
degradantes para la víctima y minimi ando toda 
intrusión en su intimidad.

8. Ante la existencia de una víctima con orien-
tación sexual diversa se investigará a profundidad 
los hechos ocurridos, sin cali carlos a priori como 
crímenes pasionales o como vengan as persona-
les. La investigación debe garanti ar la hipótesis 
de la existencia del crimen por homofobia.

Artículo 20. Competencia. Los delitos de vio-
lencia sexual no podrán ser investigados a través 
de la jurisdicción penal militar.

Artículo 21. 
-

 Créanse los Comités 
Técnico-Jurídicos para la Investigación de la Vio-
lencia Sexual al Interior de la Fiscalía General de 

la Nación, como mecanismo de direccionamiento 
estratégico de casos que por su di cultad y situa-
ción de mayor vulnerabilidad de las víctimas.

Este Comité tendrá por objetivo reali ar el aná-
lisis, monitoreo y de nición de técnicas y estrate-
gias de investigación con perspectiva de género y 
diferencial.

Estos comités se activarán cuando así lo dis-
ponga el (la) Fiscal General de la Nación, el (la) 
Vice scal General de la Nación, o el Comité de 
Priori ación de casos o situaciones, o la Dirección 
Nacional de Fiscalías, o las Unidades Nacionales 
de Fiscalía, o las Direcciones Seccionales de Fis-
calía, de manera o ciosa, como medida de priori-
ación que acompañada de otras busque no solo 

garanti ar el avance efectivo de la investigación, 
sino el acceso a la justicia de las víctimas.

La reali ación de estos comités se podrá solici-
tar por la víctima, su representante judicial, la De-
fensoría del Pueblo o la organi ación que acompa-
ñe a la víctima.

Quienes conformen el Comité, deberán demos-
trar experiencia y/o formación frente a la protec-
ción de los Derechos Humanos de las mujeres, ni-
ñas, niños y adolescentes, el enfoque de género y 
diferencial, y la perspectiva psicosocial.

Las recomendaciones y orientaciones técnicas 
que imparta el Comité, deberán ser atendidas por 
el Fiscal a cargo de la investigación y por el perso-
nal que cumple funciones de policía judicial y de 
investigación forense.

Cuando la víctima de violencia sexual sea tam-
bién víctima de otras conductas punibles relacio-
nadas con el con icto armado, que estén siendo 
investigadas de manera simultánea o por separado, 
el Comité podrá impartir orientaciones técnicas 
adicionales para que en todas ellas se atienda la 
situación especial de la víctima, y la posible cone-
xidad de la violencia sexual con los hechos objeto 
de las diferentes investigaciones.

Parágrafo. Los Comités Técnico-Jurídicos para 
la Investigación de la Violencia Sexual al interior 
de la Fiscalía General de la Nación entrarán en 
funcionamiento en un pla o máximo de tres meses 
a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

CAPÍTULO IV
Medidas de protección

Artículo 22. -
-

. Para proteger los derechos de las víctimas de 
violencia sexual con ocasión del con icto armado 
y garanti ar su acceso a la justicia y facilitar su 
participación en todas las etapas del proceso, se 
aplicarán las siguientes reglas:

1. Se presume la vulnerabilidad acentuada de 
las víctimas de violencia sexual con ocasión del 
con icto armado, el riesgo de sufrir nuevas agre-
siones que afecten su seguridad personal y su in-
tegridad física, y la existencia de riesgos despro-
porcionados de violencia sexual de las mujeres 
colombianas en el con icto armado conforme a lo 
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previsto en el Auto número 092 de 2008 de la Cor-
te Constitucional. En consecuencia, la adopción de 
las medidas provisionales de protección a que haya 
lugar, no podrá condicionarse a estudios de riesgo 
por ninguna de las autoridades competentes.

2. En todos los casos, los programas de protec-
ción deberán incorporar un enfoque de Derechos 
Humanos hacia las mujeres, generacional y étnico, 
y armoni arse con los avances legislativos, y los 
principios y normas del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y el Derecho Penal Inter-
nacional.

3. Además de las medidas de protección esta-
blecidas en los artículos 11, 12, 13, 17 y 18 de la 
Ley 1257 de 2008, y de las medidas de atención 
establecidas en los artículos 19 y 22 de la misma 
ley, deberá prestarse a las víctimas de violencia 
sexual atención psicosocial permanente, si ellas 
deciden aceptar la atención, hasta su plena recupe-
ración emocional.

4. Las medidas de protección siempre serán 
extensivas al grupo familiar y a las personas que 
dependan de la víctima y quienes por defender los 
derechos de la víctima entren en una situación de 
riesgo.

5. Cuando las medidas de protección se adopten 
a favor de mujeres defensoras de Derechos Huma-
nos, su implementación deberá contribuir además 
al fortalecimiento de su derecho a la participación, 
sus procesos organi ativos y su labor de defensa 
de los Derechos Humanos.

6. La solicitud de protección ante las autori-
dades competentes, procede antes de la denuncia 
del hecho de violencia sexual. Ningún funcionario 
podrá coaccionar a la víctima a rendir declaración 
sobre los hechos antes de contar con una medida 
de protección idónea y que garantice unas condi-
ciones de seguridad y con an a para formular la 
denuncia.

7. Para el efecto, la Fiscalía General de la Na-
ción, dispondrá de un mecanismo ágil para que las 
víctimas presenten su solicitud de protección an-
tes de la formulación de la denuncia, y adoptará 
la medida de protección provisional más idónea, 
atendiendo a un enfoque diferencial, y aplicando 
las medidas especiales y expeditas previstas en los 
artículos 17 y 18 de la Ley 1257 de 2008.

8. Una ve  formulada la denuncia, el Fiscal, la 
víctima o su representante judicial, podrá solicitar 
ante el Jue  de Control de Garantías, la imposición 
de medidas de protección de nitivas durante el 
tiempo que sea necesario, bajo un enfoque diferen-
cial, que garanticen su seguridad, el respeto a su 
intimidad, su participación en el proceso judicial 
y la prevención de la victimi ación secundaria, de 
conformidad con los artículos 17 y 18 de la Ley 
1257 de 2008, y los artículos 11 y 134 de la Ley 
906 de 2004. Esta decisión deberá adoptarse en un 
término máximo de setenta y dos (72) horas.

9. Las medidas de protección que se adopten en 
aplicación de la Ley 1257 de 2008, no son exclu-

yentes de otras medidas de protección que proce-
dan en aplicación del Programa de Protección de 
Víctimas y Testigos de la Fiscalía General de la 
Nación, o del Programa de Protección a cargo del 
Ministerio del Interior.

10. El acceso a los programas de protección 
a víctimas y testigos de la Fiscalía General de la 
Nación, para las víctimas de violencia sexual con 
ocasión del con icto armado, no podrá condicio-
narse a la e cacia o utilidad de la participación de 
la víctima, para la recolección de elementos proba-
torios o para la identi cación del autor del hecho  
se entenderá que la nalidad de la protección en 
estos casos, corresponde a la generación de con-
diciones de seguridad y de con an a su cientes, 
para el pleno ejercicio de los derechos de la víc-
tima y para garanti ar su participación durante el 
trámite del proceso penal.

CAPÍTULO V
Atención en salud

Artículo 23. Atención integral y gratuita en sa-
lud. Las víctimas de violencia sexual tienen dere-
cho a la atención prioritaria dentro del sector salud, 
su atención se brindará como una urgencia médica, 
independientemente del tiempo transcurrido entre 
el momento de la agresión y la consulta, y de la 
existencia de denuncia penal.

La atención integral en salud a cualquier vícti-
ma de violencia sexual es gratuita. Todas las enti-
dades del sistema de salud están en la facultad de 
implementar el Protocolo y el Modelo de Atención 
Integral en Salud para las Víctimas de Violencia 
Sexual, que contendrá dentro de los procedimien-
tos de interrupción voluntaria del embara o la ob-
jeción de los médicos y la asesoría de la mujer en 
continuar o interrumpir el embara o.

 Artículo 24. -
. El Sistema de Seguridad 

Social en Salud deberá contar con profesionales 
idóneos y con programas especiali ados para la 
atención psicosocial de las víctimas de violencia 
sexual con ocasión del con icto armado.

La atención psicosocial debe brindarse a la víc-
tima que así lo solicite, desde el primer momento 
de conocimiento de los hechos, por parte de las 
autoridades judiciales, durante todo el proceso 
penal. La atención psicosocial se considerará en 
los incidentes de reparación como una de las me-
didas a ordenar en materia de rehabilitación. La 
atención psicosocial suministrada con anterioridad 
al incidente de reparación no podrá considerarse 
como una medida de reparación. La atención y re-
paración de las víctimas de violencia sexual en el 
marco del proceso penal especial de justicia y pa  
se seguirá por lo dispuesto en la Ley 975 de 2005, 
modi cada por la Ley 1592 de 2012.

La atención psicosocial suministrada a las víc-
timas de violencia sexual debe prestarse hasta que 
la víctima la requiera y no puede ser restringida 
por ra ones económicas ni por ra ones de tiempo.
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La atención psicosocial debe estar orientada a 
generar condiciones emocionales que favore can 
la participación de las víctimas en los procesos de 
exigibilidad de derechos a la verdad, la justicia y 
la reparación  y a la superación de los impactos 
emocionales derivados de la violencia sexual.

Parágrafo transitorio. Sin perjuicio de lo dis-
puesto en los artículos 47, 52, 53, 54, 137 y 138 de 
la Ley 1448 de 2011  del artículo 19 y 54 de la Ley 
1438 de 2011, y de los artículos 13 y 19 de la Ley 
1257 de 2008, y mientras no se garantice personal 
y recursos su cientes e idóneos en los términos 
establecidos en este artículo para acceder a la aten-
ción psicosocial, las víctimas de violencia sexual 
podrán optar por los servicios que prestan las or-
gani aciones privadas expertas en la materia. Para 
el efecto, el Ministerio de Salud y las entidades del 
orden territorial bajo los principios de coordina-
ción, subsidiariedad y concurrencia, establecerán 
convenios con organi aciones privadas o públicas 
que certi quen su experticia en atención psicotera-
péutica con perspectiva psicosocial, a través de las 
cuales se suministrará el servicio a las víctimas de 
violencia sexual que así lo soliciten, por el tiempo 
que sea necesario para su recuperación emocional.

La atención psicosocial recibida a través de una 
organi ación privada, hará parte integrante de la 
historia clínica de la víctima, no podrá ser desco-
nocida por el personal médico de las EPS o ARS a 
la cual se encuentre a liada la víctima.

CAPÍTULO VI
Medidas de reparación

Artículo 25. Medidas de reparación. Las víc-
timas de violencia sexual tienen derecho a la re-
paración integral. Los jueces deberán reconocer 
e identi car a las víctimas directas e indirectas, e 
individuali ar los daños y perjuicios, materiales e 
inmateriales, individuales y colectivos, causados 
por los hechos de violencia sexual, atendiendo a 
criterios diferenciales de edad, grupo étnico, orien-
tación sexual, identidad o expresión de género, 
condición de discapacidad, condición de despla a-
miento for ado o de víctima del con icto armado, 
pertenencia a una organi ación social, actividad de 
lidera go, entre otros.

La atención y reparación de las víctimas de vio-
lencia sexual en el marco del proceso penal espe-
cial de justicia y pa  se seguirá por lo dispuesto en 
la Ley 975 de 2005, modi cada por la Ley 1592 
de 2012.

Las medidas de reparación estarán encaminadas 
a restituir integralmente los derechos vulnerados.

Las medidas de reparación deberán incluir me-
didas de restitución, indemni ación, satisfacción, 
rehabilitación y garantías de no repetición a cargo 
del responsable del delito.

Artículo 26. 
En todos 

los procedimientos para establecer las medidas de 
reparación, se garanti ará que las víctimas o sus 
representantes judiciales sean escuchadas en sus 

pretensiones acerca de las medidas de reparación y 
se propugnará por que la reparación responda a las 
características propias del caso, como el contexto 
de con icto armado, la edad de las víctimas, sus 
condiciones de vulnerabilidad, y la violencia su-
frida. Si el jue  en su fallo de reparación se aparta 
de las solicitudes de la víctima o de sus represen-
tantes, deberá justi car su decisión, y en todo caso, 
garanti ará la reparación integral.

La atención y reparación de las víctimas de vio-
lencia sexual en el marco del proceso penal espe-
cial de justicia y pa  se seguirá por lo dispuesto en 
la Ley 975 de 2005, modi cada por la Ley 1592 
de 2012.

Artículo 27. -
te del incidente de reparación integral en los ca-

2004. En los casos de violencia sexual con ocasión 
del con icto armado, se seguirán las siguientes re-
glas para el ejercicio e impulso del incidente de 
reparación integral:

1. Si la víctima directa no puede ser ubicada 
dentro del término legal previsto para iniciar el 
incidente de reparación integral, el scal deberá 
solicitar su inicio dentro de los cinco (5) días si-
guientes al vencimiento del término dispuesto en 
el artículo 102 de la Ley 906 de 2004, modi cado 
por el artículo 86 de la Ley 1395 de 2010. El scal 
encargado remitirá copia de la solicitud de inicio 
a la Defensoría del Pueblo para garanti ar que la 
víctima tenga un representante judicial idóneo.

2. Cuando se trate de víctimas menores de edad, 
que carecen de representación legal, o cuyos re-
presentantes se abstienen de solicitar el inicio del 
incidente, el Fiscal deberá solicitar su inicio den-
tro de los cinco (5) días siguientes al vencimiento 
del término dispuesto en el artículo 102 de la Ley 
906 de 2004, modi cado por el artículo 86 de la 
Ley 1395 de 2010. A la audiencia que convoque 
el jue  para el inicio del incidente, deberán ser ci-
tados, además, el agente del Ministerio Público, el 
defensor de familia cuya designación se solicitará 
al ICBF, y el representante judicial de víctimas de-
signado por la Defensoría del Pueblo.

3. En la audiencia pública establecida en el artí-
culo 103 de la Ley 906 de 2004, modi cado por el 
artículo 87 de la Ley 1395 de 2010, el jue  deberá 
examinar si las pretensiones formuladas recogen 
su cientemente los criterios de reparación inte-
gral y diferenciales establecidos en el artículo 28 
de la presente ley. Al veri car que las pretensiones 
no incorporan tales criterios, el jue  inadmitirá la 
solicitud, y concederá al representante judicial de 
víctimas la oportunidad dentro de la misma au-
diencia de adicionar a la solicitud medidas com-
plementarias.

4. En la audiencia pública regulada por el artí-
culo 103 de la Ley 906 de 2004, modi cado por el 
artículo 87 de la Ley 1395 de 2010, se garanti ará 
el derecho consagrado en el artículo 8°, literal k) 
de la Ley 1257 de 2008, especialmente cuando el 
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jue  dé la posibilidad de conciliar. La conciliación 
se limitará a las medidas indemni atorias y no se-
rán objeto de conciliación las medidas de restitu-
ción, satisfacción, rehabilitación y garantías de no 
repetición.

5. En la decisión que ponga n al incidente de 
reparación integral, el jue  podrá incluir medidas 
de indemni ación, y medidas de restitución, sa-
tisfacción, rehabilitación y garantías de no repe-
tición, que en virtud del principio de reparación 
integral, y de acuerdo a los hechos demostrados 
deban ordenarse aunque en el incidente no se ha-
yan invocado expresamente, pero puedan inferir-
se del contexto en que ocurrieron los hechos y de 
acuerdo a los criterios diferenciales que resulten 
evidentes.

6. El término de caducidad previsto en el artí-
culo 106 de la Ley 906 de 2004, modi cado por el 
artículo 89 de la Ley 1395 de 2010, se entenderá 
ampliado, por la suma de los pla os previstos en 
los numerales 2 y 3 del presente artículo, cuando 
haya lugar a aplicarlos.

Parágrafo 1°. El Fiscal y el representante judi-
cial de víctimas deberán actuar con la debida dili-
gencia para garanti ar la reparación integral a las 
víctimas que representa. El incumplimiento de este 
deber, a través de conductas omisivas en la solici-
tud de las respectivas medidas de indemni ación, 
restitución, satisfacción, rehabilitación o garantías 
de no repetición, o en la solicitud y práctica de las 
pruebas, constituirá una presunta falta a la debida 
diligencia profesional de conformidad con el Có-
digo Disciplinario del Abogado.

Parágrafo 2°. La Defensoría del Pueblo estable-
cerá criterios de selección e implementará progra-
mas de formación especiali ados y continuos para 
los representantes judiciales de víctimas, con el n 
de garanti ar que este servicio sea suministrado a 
través de personal idóneo y con conocimiento su-

ciente sobre los Derechos Humanos de las muje-
res, de las niñas, los niños y adolescentes, sobre el 
enfoque diferencial, y sobre los mecanismos para 
garanti ar plenamente los derechos de las víctimas 
al acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación 
integral.

Artículo 28. 

procedimientos anteriores a la Ley 906 de 2004. 
En la decisión que resuelva la liquidación de per-
juicios, el jue  podrá incluir medidas de repara-
ción que en virtud del principio de reparación 
integral, y de acuerdo a los hechos demostrados 
deban ordenarse aunque no se hayan invocado 
expresamente en el momento procesal correspon-
diente, pero puedan inferirse del contexto en que 
ocurrieron los hechos y de acuerdo a los criterios 
diferenciales que resulten evidentes.

Artículo 29. -
culo 145 de la Ley 1448 de 2011 en los siguientes 

Parágrafo 2º. Como parte del desarrollo del en-
foque diferencial, el Centro de Memoria Histórica 
presentará en el término de dos (2) años al Gobier-
no Nacional, al Congreso de la República, a las 
Altas Cortes y a la Fiscalía General de la Nación, 
un informe especial de carácter público, sobre vio-
lencia sexual con ocasión del con icto armado. 

El informe que tendrá un alcance nacional, 
buscará establecer la existencia de patrones de la 
ocurrencia de este tipo de conductas y describir el 
contexto regional en el que se desarrollaron, aten-
diendo a las causas sociales, económicas, políticas 
y culturales que permitieron la comisión de este 
tipo de violencia.

La metodología para la elaboración del informe 
incluirá la documentación de casos de víctimas de 
violencia sexual y la utili ación de la sistemati a-
ción de la información de los acuerdos por la ver-
dad establecidos en la Ley 1424 de 2011, así como 
de las versiones libres en el marco de la Ley 975 
de 2005.

CAPÍTULO VII
Otras disposiciones

Artículo 30. 

-
nero. El Ministerio de Defensa, con los aportes 
de la Procuraduría General de la Nación y de la 
Defensoría del Pueblo, continuará fortaleciendo 
su política en derechos sexuales y reproductivos, 
salud sexual y reproductiva, equidad y violencia 
basada en género, para que se incluyan acciones 
encaminadas a:

1. Prever que los mandos superiores ejer an 
medidas concretas que prevengan la comisión de 
conductas de violencia sexual por parte de sus 
subalternos. Los mandos superiores deberán dar 
ejemplo y deberán asegurar que el personal bajo 
su supervisión son conscientes de que la violen-
cia sexual es inaceptable para su institución, y que 
ningún comportamiento de este tipo será tolerado.

2. Fortalecer los procesos de formación de 
quienes integran la fuer a pública, así como en la 
preparación de misiones en terreno. Los mandos 
superiores harán hincapié en la importancia que el 
Ministerio de Defensa concede a la eliminación de 
la violencia sexual.

3. La creación de un programa e ca  de acer-
camiento a la comunidad local para explicar la 
política del Ministerio de Tolerancia Cero frente a 
la violencia sexual, y la de establecer mecanismos 
e caces para que las personas puedan hacer quejas 
en un entorno con dencial. La campaña de difu-
sión debe dejar claro qué represalias contra aque-
llos que se quejan de que no se tolerará.

4. La creación de un procedimiento de recolec-
ción de información sobre quejas contra integran-
tes de la Fuer a Pública por la presunta comisión 
de conductas que impliquen violencia sexual, en la 
que se enfatice en el seguimiento a las respuestas 
a estas quejas.
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5. La creación de un protocolo de reacción in-
mediata ante la noticia de un hecho de violencia 
sexual cometido por uno de sus integrantes, o en 
onas que se encuentran bajo su control, para ga-

ranti ar la aplicación coherente de los procedi-
mientos disciplinarios, y se dé inmediato traslado 
de la denuncia a la justicia ordinaria para su co-
rrespondiente investigación.

Artículo 31. 
 En concordancia con lo es-

tablecido en el artículo 9º número 9 de la Ley 1257 
de 2008 y en el artículo 3º literal k) del Decreto 
Nacional número 164 de 2010, el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística, en coor-
dinación con la Alta Consejería Presidencial para 
la Equidad de la Mujer y el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, asesorarán la 
incorporación al Sistema de Registro Uni cado de 
Casos de Violencia contra la Mujer contemplado 
en dichas normas, de un componente único de in-
formación, que permita conocer la dimensión de la 
violencia sexual de que trata la presente ley, moni-
torear los factores de riesgo de la misma, y apor-
tar elementos de análisis para evaluar las medidas 
adoptadas en materia de prevención, atención y 
protección.

Para la estructuración del componente único de 
información se articularán y uni carán, en el pla o 
de un (1) año, los sistemas de registro e informa-
ción del Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses, del Ministerio de Defensa, de 
la Fiscalía General de la Nación, de la Rama Judi-
cial, del Ministerio de Salud, de las Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud, de las Empre-
sas Promotoras de Salud, de la Procuraduría Ge-
neral de la Nación y de la Defensoría del Pueblo, 
sobre violencia sexual, especialmente con ocasión 
del con icto armado.

Cada entidad involucrada estará obligada a su-
ministrar toda la colaboración, y a entregar la in-
formación respectiva.

El sistema único de información dará cuenta de 
los casos de violencia sexual registrados por todas 
las entidades especi cando:

1. El lugar y la fecha de ocurrencia de los  
hechos.

2. Caracteri ación de las víctimas, especi can-
do el sexo, edad, grupo étnico, orientación sexual, 
identidad o expresión de género, condición de dis-
capacidad, condición de despla amiento for ado o 
de víctima del con icto armado, pertenencia a una 
organi ación social, actividad de lidera go, entre 
otros.

3. Caracteri ación del presunto victimario es-
peci cando: el sexo, la edad, pertenencia a un gru-
po armado y su identi cación, relación con la víc-
tima, entre otros criterios diferenciales.

4. Medidas de prevención, atención y protec-
ción adoptadas.

5. Casos que son conocidos por las autoridades 
judiciales, si se ha presentado denuncia, cali ca-
ción jurídica provisional o de nitiva, etapa del 
proceso penal y existencia de fallos sobre respon-
sabilidad penal.

El Sistema de Registro Uni cado de Casos de 
Violencia contra la Mujer señalado en el inciso 
primero deberá establecer parámetros de transpa-
rencia, de seguridad y privacidad de las víctimas, 
y de accesibilidad. La información deberá ser pú-
blica y continuamente actuali ada a través de la 
página web que determine la entidad responsable 
del mismo, respetando la reserva sobre la identi-
dad de las víctimas.

Artículo 32. Comité de Seguimiento. El Comité 
de Seguimiento creado por el artículo 35 de la Ley 
1257 de 2008, tendrá dentro de sus funciones:

1. Evaluar el cumplimiento de las obligaciones 
de las instituciones responsables de la atención, 
prevención, investigación, ju gamiento, sanción y 
reparación en materia de violencia sexual, espe-
cialmente con ocasión del con icto armado.

2. Hacer seguimiento e identi car los obstácu-
los en la articulación interinstitucional en la aten-
ción y el acceso a la justicia para las víctimas de 
violencia sexual.

3. Emitir las recomendaciones pertinentes fren-
te al cumplimiento de las obligaciones de las insti-
tuciones involucradas en la atención, prevención, 
investigación, ju gamiento, sanción y reparación 
en materia de violencia sexual, especialmente con 
ocasión del con icto armado.

Para la ejecución de estas funciones adoptará 
indicadores de seguimiento para evaluar el nivel 
de cumplimiento, los avances e impactos de las 
medidas de prevención, atención, protección y ac-
ceso a la justicia para las víctimas de la violencia 
sexual previstas en la presente ley. La información 
resultante de esta labor de seguimiento, será in-
cluida en el informe anual al Congreso a que se 
re ere el inciso 2° del artículo 35 de la Ley 1257 
de 2008.

Parágrafo. El Comité de Seguimiento reali ará 
sesiones trimestrales dedicadas a la evaluación so-
bre el nivel de cumplimiento de las obligaciones 
asignadas a las diferentes entidades estatales en 
la presente ley, y al monitoreo de la problemática 
de la violencia sexual, especialmente con ocasión 
del con icto armado. A las sesiones trimestrales a 
que se re ere el presente artículo, serán invitados 
permanentes: un/a (1) delegado/a del Ministerio 
de Justicia y del Derecho, un/a (1) delegado/a del 
Ministerio del Interior, un/a (1) delegado/a del Mi-
nisterio de Salud, un/a (1) delegado/a del Minis-
terio de Defensa, un/a (1) delegado/a de la Fisca-
lía General de la Nación, dos (2) Representantes 
a la Cámara, dos (2) Senadores, un (1) delegado 
del Consejo Superior de la Judicatura, y tres (3) 
representantes de las víctimas de violencia sexual 
en el marco del con icto armado, elegidas estas úl-
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timas por un mecanismo de nido exclusivamente 
por ellas mismas. Y como observadores interna-
cionales podrán ser invitados: un/a (1) delegado/a 
de la O cina de la Alta Comisionada de Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos, un/a (1) 
delegado/a del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR) y un/a (1) 
delegado/a de ONU-Mujeres.

Artículo 33. 
transicional. En el marco de un acuerdo de pa , la 
satisfacción de los derechos a la verdad, la justicia 
y la reparación de las víctimas de violencia sexual 
causada con ocasión del con icto armado, se hará 
a través de una estrategia integral de justicia tran-
sicional.

Artículo 34 Nuevo. Todas las disposiciones de 
la Ley 1652 de 2013 se aplicarán en los procesos 
que se surtan en desarrollo de lo previsto en la pre-
sente ley respecto de víctimas menores de edad.

Para estos casos, el Gobierno reglamentará en 
un pla o no superior a 6 meses después de la apro-
bación de la presente ley, lo relativo a la ruta de 
atención médica, clínica, judicial y a los recono-
cimientos de ocurrencia de los hechos, en función 
de la protección de los derechos de las víctimas 
menores de edad. Para ello, se podrán de nir pro-
cedimientos e instancias especiales.

Artículo 35. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,
Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-

tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 
permito presentar el texto de nitivo aprobado en 
sesión Plenaria del Senado de la República los días 
29 de abril y 6 de mayo de 2014, al Proyecto de ley 
número 244 de 2013 Senado, 037 de 2012 Cáma-
ra, 
las Leyes 599 de 2000, 906 de 2004 y se adoptan 

y se dictan otras disposiciones, y de esta manera 
continúe su trámite legal y reglamentario en la ho-
norable Cámara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado los días 29 de abril y 6 de mayo de 2014 
según texto propuesto para segundo debate con 
modi caciones.

TEXTO DEFINITIVO
(Considerado, discutido y aprobado en la Co-
misión Séptima Constitucional Permanente del 
honorable Senado de la República, en Sesión 
Ordinaria de fecha martes seis (6) de mayo de 
2014, según Acta número 28, Legislatura 2013-

2014)
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 127  

DE 2013 SENADO
 

 
la recreación y el deporte.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I

Artículo 1°. . El objeto de la presente ley 
es la creación de la política pública nacional de 
parques.

Esta política busca articular el fomento a la re-
creación y el deporte, y la conservación, preserva-
ción y buen uso de los principales espacios en los 
cuales se reali an estas actividades, como lo son 
los parques, onas verdes públicas y equipamien-
tos deportivos.

Artículo 2°. . Los compo-
nentes o pilares a partir de los cuales se desarrolla-
rá la política pública de parques son:

1. Fortalecer la institucionalidad.
2. Aumentar la participación ciudadana.
3. Mejorar y preservar los parques, onas ver-

des públicas y equipamientos deportivos.
4. Ampliar la formación y fomento al deporte.
Artículo 3°. Fortalecer la Institucionali-

dad. La autoridad máxima de la política pública 
nacional de parques, en cabe a del Ministerio del 
Interior, articulará las entidades del nivel nacional 
y territorial, públicas y privadas, y sociedad civil 
en el trabajo de de nición, implementación y se-
guimiento de Estrategias, Planes y Programas de 
fomento a la práctica de actividad física recreativa 
y deportiva en parques, onas verdes públicas y 
equipamientos deportivos de uso público.

Artículo 4°. Aumentar la participación ciu-
dadana. La política pública nacional de parques 
propenderá por incrementar la accesibilidad de los 
habitantes a las actividades físicas, deportivas, de 
recreación y esparcimiento, garanti ando las con-
diciones para el ejercicio efectivo y progresivo de 
sus derechos, en los parques, onas verdes públi-
cas y equipamientos deportivos.

Para tal n, se crearán mecanismos ajustados 
a criterios de igualdad, equidad e inclusión, que 
garanticen el respeto de las particularidades socio-
culturales y socioeconómicas de la población be-
ne ciaria.

Incentivará una mayor contribución de la socie-
dad civil en el proceso de identi cación de pro-
blemas, planeación de soluciones y toma de deci-
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siones conjuntas, con las instituciones públicas y 
privadas, en la reali ación de Planes y Programas 
para el aprovechamiento de los bene cios deriva-
dos de la política pública nacional de parques.

Generará el marco para la creación de veedu-
rías ciudadanas, que de forma permanente y acti-
va, ejer an acciones de control y seguimiento a la 
implementación de las estrategias, los programas y 
planes de nidos en el marco de la política pública 
nacional de parques.

Artículo 5°. 
. 

A través de la política pública nacional de parques, 
se generarán los lineamientos estratégicos que per-
mitirán aumentar el número, mejorar y preservar 
las calidades físicas y ambientales de los parques, 
onas verdes públicas y equipamientos deportivos, 

así como sus condiciones de seguridad, de forma 
que se estimule el desarrollo de programas depor-
tivos, recreativos y de actividad física en dichos 
escenarios, y su uso adecuado.

Artículo 6°. Ampliar la formación y fomento al 
deporte. A través de la política pública nacional de 
parques, se establecerán las estrategias de articu-
lación necesarias para fomentar la conformación 
de semilleros deportivos, mediante el aprovecha-
miento de escenarios como parques y equipamien-
tos deportivos públicos, con miras a la consoli-
dación de hábitos saludables en la juventud y el 
desarrollo de deportistas de alto rendimiento para 
el país.

Artículo 7°. . Para efectos de la 
aplicación de la presente ley, se adoptan las si-
guientes de niciones:

Recreación: Actividad libre o dirigida, cuya 
práctica genera placer. Es una forma adecuada de 
usar el tiempo libre y un componente esencial del 
proceso de crecimiento de las personas. Hace parte 
esencial del desarrollo de las potencialidades del 
ser humano para su reali ación, y para el mejora-
miento de la calidad de vida individual y social, 
mediante la práctica de actividades físicas o inte-
lectuales de esparcimiento.

Es una práctica social considerada un derecho 
fundamental, que estimula la identidad y el desa-
rrollo de los procesos individuales, culturales y so-
ciales de las personas y las comunidades, pero que 
no se limita a actividades que implican actividad 
física. 

La recreación tiene en el deporte, como práctica 
o como espectáculo, una de sus expresiones, pero 
no es la única.

Deporte: Actividad física, ejercida como juego 
o competición, cuya práctica supone entrenamien-
to y sujeción a normas.

Actividad Física: Se considera actividad física 
cualquier movimiento corporal producido por los 
músculos esqueléticos que exija gasto de energía.

Ejercicio: Es una variedad de actividad física 
plani cada, estructurada, repetitiva y reali ada 

con un objetivo relacionado con la mejora o el 
mantenimiento de uno o más componentes de la 
aptitud física.

Ambiente: Es un sistema formado por elemen-
tos naturales y arti ciales (como los seres vivos, 
el suelo, el agua, el aire, los objetos físicos fabri-
cados por el hombre y los elementos simbólicos 
como las tradiciones), que están interrelacionados, 
que son modi cados por la acción humana, y que 
condicionan la forma de vida de la sociedad. La 
conservación de este es imprescindible para la 
vida sostenible de las generaciones actuales y de 
las venideras.

El ambiente sano, dada su fuerte relación con la 
calidad del aire, el entorno natural y los ecosiste-
mas, es determinante para incrementar los niveles 
de práctica del deporte, la actividad física y la re-
creación, al igual que la existencia de los parques, 
onas verdes públicas y entornos para el esparci-

miento en áreas.
Parques: Elementos constitutivos del espacio 

público construido, que cumplen un papel de so-
porte para las actividades deportivas, de recrea-
ción y actividad física, a través de sus dotaciones 
para el uso colectivo y espacios verdes, que actúan 
como reguladores del equilibrio ambiental. Son 
elementos representativos del patrimonio natural, 
que igualmente garanti an el espacio libre destina-
do a la contemplación y el ocio.

Equipamientos Deportivos: Espacios físicos 
y dotaciones que soportan actividades tales como 
el ejercicio físico, la recreación, y deporte en los 
niveles formativo, a cionado, profesional, de alto 
rendimiento, exhibición y competencia.

Convivencia: De acuerdo con el Grupo de Con-
vivencia y Seguridad Ciudadana del Departamento 
Nacional de Planeación, consiste en la interacción 
entre individuos tanto en el ámbito privado (rela-
ciones de familiaridad) como en el ámbito público, 
buscando la prevalencia de los intereses colectivos 
para alcan ar la seguridad y tranquilidad públicas.

Seguridad Ciudadana: Comprendida como la 
protección universal a los ciudadanos en especial 
contra el delito violento y el temor a la inseguri-
dad, garanti ando su vida, integridad, libertad y 
patrimonio económico. Se entiende vulnerada por 
todos los hechos cotidianos que pueden ser pro-
ducto tanto de la delincuencia común como de los 
comportamientos de algunos ciudadanos que po-
nen en riesgo la integridad y la vida de los demás.

Artículo 8°. Principios. Se considerarán princi-
pios de la política pública nacional de parques, los 
siguientes:

Inclusión: Dentro de los procesos de toma de 
decisión  en cuanto al aprovechamiento de los par-
ques, equipamientos deportivos y onas verdes  y 
en los programas de deporte, recreación, actividad 
física, para toda la población interesada.

Apropiación: Por parte de los actores institu-
cionales privados y de la sociedad civil misma, 
en el desarrollo y gestión de las políticas, planes, 
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programas en materia de deporte, recreación y ac-
tividad física  al igual que en materia de construc-
ción, mantenimiento y conservación de las onas 
verdes, parques y equipamientos deportivos.

Articulación: A nivel institucional entre las 
entidades responsables de la formulación, ejecu-
ción y evaluación de la política pública nacional 
de parques, al igual que de los Planes y Programas 
derivados de la misma, con el propósito de que las 
acciones resulten e caces y e cientes tanto en el 
manejo y aprovechamiento de recursos, como en 
el cumplimiento de acciones pertinentes para las 
comunidades a bene ciar.

Transparencia: En la toma de decisiones e im-
plementación de los recursos disponibles.

Universalidad: Respecto del usufructo de las 
onas verdes, parques y equipamientos deportivos, 

como del aprovechamiento de los programas rela-
cionados con las actividades físicas y deportivas 
en sus niveles formativo, a cionado, profesional, 
de alto rendimiento, exhibición y competencia, 
por parte de toda la población bene ciaria. 

Teniendo en cuenta esta última, sus deberes y 
responsabilidades como condiciones esenciales 
para el ejercicio efectivo y permanente de sus de-
rechos.

Corresponsabilidad: Por parte de habitantes e 
instituciones públicas y privadas en el aprovecha-
miento de los programas públicos deportivos  en 
la protección y conservación de los parques, onas 
verdes públicas y equipamientos deportivos, desti-
nados a la recreación, el esparcimiento, la activi-
dad física y el deporte  en materia de convivencia 
y seguridad ciudadana, teniendo en cuenta su pa-
pel de actores activos y en ejercicio de sus plenos 
derechos, en estos espacios colectivos.

Sostenibilidad Ambiental: Requisito indispen-
sable para lograr tanto el aprovechamiento como 
la conservación de las condiciones naturales y los 
atributos que debe tener el hábitat, en el entendido 
de asegurar las necesidades del presente sin com-
prometer la capacidad de las futuras generaciones 
para enfrentarse a sus propias necesidades.

Responsabilidad Social: Entendida como el 
compromiso de las entidades privadas, públicas 
y mixtas en la implementación de acciones efec-
tivas, relacionadas con el fomento al deporte, la 
recreación y la actividad física  así como en la 
construcción, mantenimiento y preservación de 
los parques, onas verdes públicas y equipamien-
tos deportivos, en bene cio de la población.

CAPÍTULO II
Acciones Estratégicas y Responsables  

de la Política
Artículo 9°. Acciones Estratégicas. Para el 

cumplimiento de los objetivos de la política públi-
ca nacional de parques, se tendrán en cuenta, por 
lo menos las siguientes acciones:

a) Participación transparente de los diferentes 
actores, privados: industria, comercio, sector de 
servicios, academia  actores públicos: entidades 

del orden nacional, regional y local  sociedad ci-
vil: Organi aciones No Gubernamentales, comu-
nidades, minorías, entre otras

b) Inclusión de programas ambientales, en-
caminados a mitigar y a adaptarse al cambio cli-
mático, garanti ando la sostenibilidad ambiental, 
como la siembra de árboles en los senderos, vías, 
corredores, parques y onas verdes, así como la 
promoción de comportamientos amigables con el 
ambiente, que contribuyan a la producción de aire 
limpio

c) Mapeo de parques, onas verdes, equipa-
mientos deportivos existentes como punto de par-
tida para la generación de planes para su aumento, 
mejora y acondicionamiento

d) Diseño de planes que permitan el mejora-
miento, ampliación e interconexión de ciclorrutas, 
ciclovías, paseos peatonales, etc.

e) Diseño y estructuración de planes y progra-
mas que contemplen desde lo recreativo, el espar-
cimiento, hasta la práctica de deporte a cionado 
y de alto rendimiento, que garanticen el acceso 
universal a los bene cios derivados de la política 
pública nacional de parques

f) Incorporación del componente de conviven-
cia y seguridad ciudadana dentro de la estructura-
ción de planes y programas para los parques, onas 
verdes públicas y equipamientos deportivos

g) Promoción de la cultura ciudadana, en el di-
seño de los programas tanto deportivos como de 
parques y onas verdes públicas de manera que se 
incorpore la corresponsabilidad del ciudadano en 
el cuidado de las onas verdes, parques y equipa-
mientos deportivos existentes.

Artículo 10. -
blico. Las entidades de gobierno del orden nacio-
nal y territorial, encargadas de la política pública 
nacional de parques, como el Ministerio del Inte-
rior, el Ministerio de Salud, el Ministerio de Am-
biente y Desarrollo Sostenible, el Ministerio de 
Cultura  el DNP y Coldeportes entre otros  Gober-
naciones y Alcaldías, adelantarán por lo menos las 
siguientes acciones:

– Coordinar el proceso de formulación, desa-
rrollo e implementación de la política pública na-
cional de parques, articulando la participación de 
los diferentes actores desde sus instancias nacio-
nales, regionales y locales.

– Garanti ar la inclusión de la política pública 
nacional de parques, en los planes sectoriales de 
las entidades relacionadas del ámbito nacional  en 
los Planes de Ordenamiento Territorial y Planes de 
Desarrollo Departamentales, Distritales y Munici-
pales del nivel local, según corresponda.

– Disponer fuentes de nanciación y recursos 
dentro de su presupuesto anual de inversión, para 
la nanciación de las estrategias formuladas en el 
marco de la política pública nacional de parques, 
y que sean de su competencia. Para el caso de los 
municipios, disponer de los recursos previstos por 
el artículo 14 de la Ley 1450 de 2011, para este n.
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– Diseñar e implementar los mecanismos (de-
cretos, acuerdos, reglamentaciones, priori ación 
de políticas, planes, programas y proyectos, según 
su competencia), al igual que la estructura institu-
cional y de evaluación requerida, para la puesta en 
marcha de la política pública nacional de parques.

– Implementar las acciones tendientes a ga-
ranti ar la efectiva difusión y promoción de los 
objetivos, estrategias, planes y programas de la 
política pública nacional de parques, por parte de 
las autoridades nacionales y locales, según co-
rresponda.

Artículo 11. Responsabilidades del sector pri-
vado. Las organi aciones privadas del sector in-
dustrial, de comercio y de servicios, entre otros, se 
vincularán al proceso de formulación, desarrollo 
e implementación de la política pública nacional 
de parques, por lo menos a través de las siguientes 
acciones:

– Participar activamente en los procesos de de-
liberación y decisión, a los cuales serán convoca-
dos con el propósito de seleccionar y priori ar las 
estrategias más pertinentes, sostenibles y viables 
para el cumplimiento de los objetivos de la política 
pública nacional de parques.

– Proporcionar recursos, en el marco de la po-
lítica de responsabilidad social empresarial, para 
apoyar la implementación de la política pública 
nacional de parques.

– Apoyar la generación e implementación de 
programas encaminados a la creación y manteni-
miento de parques, onas verdes públicas y equi-
pamientos deportivos de uso público.

– Favorecer la generación e implementación de 
iniciativas encaminadas a apoyar el deporte aso-
ciado (semilleros deportivos, ligas, clubes).

– Apoyar la difusión de la política pública na-
cional de parques.

Artículo 12. Responsabilidades de la sociedad 
civil. Las organi aciones civiles (juntas de acción 
local, juntas de acción comunal, consejos de pla-
neación local)  representantes de las minorías étni-
cas y raciales  así como ONG y sector académico 
entre otros, se vincularán al proceso de formula-
ción, desarrollo e implementación de la política 
pública nacional de parques, por lo menos a través 
de las siguientes acciones:

– Participar activamente en los procesos de de-
liberación y decisión, a los cuales serán convoca-
dos con el propósito de seleccionar y priori ar las 
estrategias más pertinentes, sostenibles y viables 
para el cumplimiento de los objetivos de la política 
pública nacional de parques.

– Conformar veedurías ciudadanas con el obje-
to de hacer seguimiento y ejercer un control activo 
a la implementación de las estrategias, planes y 
programas priori ados en el marco de la política 
pública nacional de parques.

– Diseñar estrategias de orden comunitario, di-
rigidas a la protección, conservación y buen uso de 
los parques, onas verdes, y espacios físicos des-

tinados a la disposición de equipamientos deporti-
vos de uso público, de manera que se garantice la 
sostenibilidad ambiental.

– Participar activamente en la ejecución de las 
estrategias, planes y programas diseñados en el 
marco de la política pública nacional de parques.

Artículo 13. 
Nacional. Se vinculará al proceso de formulación, 
desarrollo e implementación de la política pública 
nacional de parques, articulando su competencia a 
través de la Política Nacional de Seguridad y Con-
vivencia Ciudadana, con su plan nacional de vi-
gilancia comunitaria por cuadrantes. Acción que 
fortalecerá los componentes de prevención de la 
violencia, trabajo comunitario y participación ciu-
dadana en parques, onas verdes públicas y espa-
cios dispuestos para los equipamientos deportivos.

CAPÍTULO III

Artículo 14. Agréguese el numeral 5 al artículo 
10 de la Ley 388 de 1997, el cual quedará así:

En la elaboración y adopción de sus POT los 

competencia, de acuerdo con la Constitución y las 

1. Las relacionadas con la conservación y pro-
tección del medio ambiente, los recursos naturales 

-

legales, por las entidades del Sistema Nacional 
Ambiental, en los aspectos relacionados con el 
ordenamiento espacial del territorio, de acuerdo 

Naturales, tales como las limitaciones derivadas 

territorio y las regulaciones nacionales sobre uso 

aspectos ambientales;
b) Las regulaciones sobre conservación, pre-

marinas y costeras; las disposiciones producidas 
por la Corporación Autónoma Regional o la au-

cuanto a la reserva, alindamiento, administración 
-

do, los distritos de conservación de suelos, las re-

regional; las normas y directrices para el mane-

Corporación Autónoma Regional o la autoridad 
-

especial importancia ecosistémica;
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-

forestales nacionales;
-

-

riesgos naturales.
-

e inmuebles consideradas como patrimonio cul-
tural de la Nación y de los departamentos, inclu-

conformidad con la legislación correspondiente.
-

regional, puertos y aeropuertos, sistemas de abas-
tecimiento de agua, saneamiento y suministro de 

4. Los componentes de ordenamiento territorial 
de los planes integrales de desarrollo metropolita-

-
tropolitanas en los asuntos de ordenamiento del 
territorio municipal, de conformidad con lo dis-
puesto por la Ley 128 de 1994 y la presente ley.

5. -

-
mientos deportivos.

Artículo 15º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las que le sean con-
trarias.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., en Sesión Ordinaria de la Comi-

sión Séptima Constitucional Permanente del Se-
nado de la República, de fecha martes seis (6) de 
mayo de 2014, según Acta número 28, fue consi-
derado el informe de ponencia para Primer Debate 
y el Texto Propuesto al Proyecto de ley número 
127 de 2013 Senado, por medio de la cual se crea 

recreación y el deporte, presentado por el hono-
rable Senador Ponente: Mauricio Ernesto Ospina 

.
En consecuencia y, de acuerdo a lo dispuesto 

– Puesta a consideración la proposición con 
Positivo pre-

-

ninguno en contra, ninguna abstención, sobre un 
total de ocho (8) Honorables Senadores y Sena-
doras presentes al momento de la votación. Los 

Antonio, Wilches Sarmiento Claudia Jeanneth y 

– Puesta a consideración la votación de ar-

-
ra segundo debate, se obtuvo su aprobación con 

ninguno en contra, ninguna abstención, sobre un 
total de ocho (8) honorables Senadores y Sena-
doras presentes al momento de la votación. Los 

Antonio, Wilches Sarmiento Claudia Jeanneth y 

-
-

informe de ponencia para primer debate. 
– Seguidamente fue designado Ponente para 

Segundo Debate, en estrado, el honorable Sena-

-

designación en estrado, susceptibles de solicitar 
prórroga.

– La relación completa del Primer Debate se 

-
ca), el anuncio del Proyecto de ley número 127 
de 2013 Senado

-

Iniciativa:

Ponente en Comisión Séptima de Senado, ho-
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Gaceta del 
Congreso número 

– Publicación Ponencia Positiva para Primer 

996 de 2013.
-

ce (15) 

 
-

 

Radicación Ponencia Positiva en Primer Deba-

– CONCEPTO MINISTERIO DE SALUD 
Fecha:  
Publicado en la Gaceta del Congreso número 

013 de 2014.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá D. C., a los ocho (8) días del mes de 

mayo, año dos mil catorce (2014).
En la presente fecha se autori a la publicación 

en la Gaceta del Congreso, del Texto De nitivo 
aprobado en Primer Debate, en la Comisión Sép-
tima del Senado, en sesión ordinaria de fecha seis 
(6) de mayo de 2014, según Acta número 28, en 
once (11) folios, al Proyecto de ley número 127 
de 2013 Senado, por medio de la cual se crea la 

-
creación y el deporte. Lo anterior, en cumplimento 
de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la 
Ley 1431 de 2011.

C O N C E P T O S   J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 87 DE 2012 

SENADO

115 de 1994.
Bogotá, D. C., 1° de octubre de 2013
Doctor
JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
Secretario General Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Proyecto de ley número 87 de 2012 

Senado, 
Ley 115 de 1994.

Respetado doctor:
Teniendo presente que la iniciativa de la refe-

rencia está pendiente de surtir debate en la Plena-
ria de la honorable Cámara de Representantes, se 
hace procedente y necesario, emitir el concepto 
institucional a partir de la perspectiva del Sector 

de la Salud y Protección Social, tomando como 
fundamento el texto publicado en la Gaceta del 
Congreso número 944 de 2012.

1. CONTENIDO DE LA INICIATIVA
La iniciativa, de acuerdo con lo establecido en 

su exposición de motivos, se encamina a (...) crear 

-
tura machista, patriarcal y violenta desde el inicio 
de la formación de nuestros niños, niñas y adoles-

 modi cando el artículo 14 –enseñan-
a obligatoria– de la Ley 115 de 1994 (Ley Gene-

ral de Educación), artículo que sea del caso anotar, 
ha sido objeto de diversas modi caciones. En tal 
sentido, con el n de entender la propuesta modi-

catoria, tal como fue presentada y se mantuvo se-
gún texto propuesto para primer debate, es factible 
observar la evolución de dicha disposición, a partir 
de su adopción, con base en el siguiente cuadro, 
que destaca en cada columna su parte novedosa, 
respectivamente:

Ley 115 de 1994 Ley 1013 de 2006 Ley 1029 de 2006 Ley 1503 de 2011
Proyecto de ley número 087 
de 2012 Senado y texto pro-
puesto para primer debate

ARTÍCULO 14. 
obligatoria.

En todos los establecimientos o ciales o 
privados que ofre can educación formal es 
obligatorio en los niveles de la educación 
preescolar, básica y media, cumplir con:

a) El estudio, la comprensión y la práctica 
de la Constitución y la instrucción cívica, 
de conformidad con el artículo 41 de la 

Constitución Política
b) El aprovechamiento del tiempo libre, el 

fomento de las diversas culturas, la práctica 
de la educación física, la recreación y el 

deporte formativo, para lo cual el Gobier-
no promoverá y estimulará su difusión y 

desarrollo

ARTÍCULO 14.

(…)
a) El estudio, la compren-

sión y la práctica de la 
Constitución y la instruc-
ción cívica, será materiali-
ada en la creación de una 

asignatura de Urbanidad y 
Cívica, la cual deberá ser 
impartida en la educación 
preescolar, básica y media 
de conformidad con el artí-
culo 41 de la Constitución 

Política” (...) 

a) El estudio, la com-
prensión y la práctica 
de la constitución y la 
instrucción cívica, de
conformidad con el 

artículo 41 de la Consti-
tución Política

Dentro de la capaci-
tación a que se re ere 

este literal deberán 
impartirse nociones bá-
sicas sobre jurisdicción 

de pa , mecanismos 
alternativos de solución 
de con ictos, derecho 

de familia, de

f) El desarrollo 
de conductas y 
hábitos seguros 
en materia de 

seguridad vial y 
la formación de 

criterios para ava-
luar las distintas 

consecuencias que 
para su seguridad 

integral tienen 
las situaciones 

riesgosas a las que 
se exponen como 

peatones, pasajeros 
y conductores.

d) La educación para la Jus-
ticia, la Pa , la Democracia, 

la Solidaridad, la Confra-
ternidad, la Urbanidad, el 

Cooperativismo y en general, 
la formación de los valores 

humanos. [...]
f) (sic) La cátedra de género 

incluirá la enseñan a, con en-
foque diferencial de derechos 
humanos, principios y valores 
haciendo especial énfasis en 
la igualdad de género, en la 

de nición y equilibrio de los 
roles de hombres y mujeres, 
la prevención de la violencia 

intrafamiliar, la prevención de
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Ley 115 de 1994 Ley 1013 de 2006 Ley 1029 de 2006 Ley 1503 de 2011
Proyecto de ley número 087 
de 2012 Senado y texto pro-
puesto para primer debate

c) La enseñan a de la protección del ambiente, 
la ecología y la preservación de los recursos 
naturales, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 67 de la Constitución Política
d) La educación para la justicia, la pa , la 
democracia, la solidaridad, la confraternidad, 
el cooperativismo y, en general, la formación 
en los valores humanos, y
e) La educación sexual, impartida en cada caso 
de acuerdo con las necesidades psíquicas, físi-
cas y afectivas de los educandos según su edad.
Parágrafo primero. El estudio de estos temas 
y la formación en tales valores, salvo los 
numerales a) y b), no exige asignatura espe-
cí ca. Esta formación debe incorporarse al 
currículo y desarrollarse a través de todo el 
plan de estudios.
Parágrafo segundo. Los programas a que hace 
referencia el literal b) del presente artículo 
serán presentados por los establecimientos 
educativos estatales a las Secretarías de 
Educación del respectivo municipio o ante 
el organismo que haga sus veces, para su 

nanciación con cargo a la participación en 
los ingresos corrientes de la nación, destinados 
por la ley para tales áreas de inversión social.

d) La Educación para la Jus-
ticia, la Pa , la Democracia, 
la Solidaridad, la Confra-
ternidad, la Urbanidad, el 
Cooperativismo y en general 
la formación de los valores 
humanos, y

recho laboral y contratos 
más usuales  (...)
d) La educación para la 
justicia, la pa , la demo-
cracia, la solidaridad, la 
confraternidad, el coope-
rativismo y, en general, la 
formación de los valores 
humanos, y

la violencia basada en el género 
y la formación en valores sobre 
la familia.
Parágrafo 1°. El estudio de estos 
temas y la formación en tales 
valores, salvo los numerales 
a), b) y f) ni exige asignatura 
especí ca.

Los autores destacan como uno de los aspectos 
justi catorios del proyecto, la ausencia de la cáte-
dra de género -
mitiendo patrones machistas y violentos de com-
portamiento, de generación en generación dentro 
de nuestra sociedad, en donde tradicionalmente la 

Ahora bien, en cuanto a la modi cación del li-
teral d), re ejada tanto en el proyecto presentado, 
como en el informe de ponencia para primer deba-
te, se encuentra que el texto allí contenido, incor-
pora el concepto de urbanidad, no obstante, en el 
texto publicado en la Gaceta número 944 de 2012, 
este es eliminado, lo que pareciera ra onable, bajo 
el entendido de que el artículo 14 de la Ley 115, 
fue modi cado dos veces en 2006, vale decir, me-
diante las leyes 1013 y 1029. En la primera, el con-
cepto en cuestión se incorporó tanto en el literal 
a), como en el literal d), pese a lo cual, a 5 meses 
de su adopción, la Ley 1023, lo eliminó en los dos 
literales mencionados. 

Bajo tal contexto, de acuerdo con lo establecido 
en la Gaceta 944 de 2012, la modi cación al cita-
do artículo 14, se circunscribiría a la inclusión del 
literal g), cuyo tenor es el siguiente: 

-

principios y valores haciendo especial énfasis en 

de la violencia intrafamiliar, la prevención de la 
violencia basada en el género, y la formación de 

2. CONSIDERACIONES 
La Constitución de 1991 establece, en su artícu-

lo 67, que “la educación es un derecho de la per-

social; con ella se busca el acceso al conocimien-

Del aparte de la mencionada disposición se evi-
dencia que la educación tiene doble connotación. 
Por un lado, como derecho fundamental e inhe-
rente al ser humano, entendido como la garantía 
que propende por la formación de los individuos 
en todas sus potencialidades, en cuanto a través de 
la educación se pueden desarrollar y fortalecer  las 
habilidades cognitivas, físicas, morales y cultura-
les, entre otras. Como servicio público, la educa-
ción es inherente a la nalidad social del Estado, 
en el marco de lo cual, este tiene la obligación de 
asegurar su prestación e ciente a todos los habi-
tantes del territorio nacional. Dada su doble con-
notación, la educación ha sido reconocida por la 
doctrina nacional e internacional, como derecho 
de contenido prestacional. 

Al respecto, ha precisado la Corte Constitu-
cional: 

provee la doctrina nacional e internacional se ha 

-
-

de resumirse en la obligación del Estado de crear 

ingreso al sistema educativo, abstenerse de impe-
dir a los particulares fundar instituciones educati-
vas e invertir en infraestructura para la prestación 

acceso de todos en condiciones de igualdad al sis-
tema aludido, la eliminación de todo tipo de dis-
criminación en el mismo, y facilidades para acce-
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garantice continuidad en la prestación del servi-
cio, y (iv) la aceptabilidad, la cual hace alusión a 

1. 
Como se observa, una de las dimensiones alu-

de a la adaptabilidad, referente al hecho de que la 
educación se adecúe a las necesidades de socieda-
des y comunidades en transformación, que como 
tal, responda a las necesidades de los alumnos en 
los diferentes contextos culturales y sociales, por 
lo que se estima que una cátedra como la propues-
ta, resulta no solo conveniente, sino necesaria, no 
obstante, también se estima que a grandes rasgos, 
esta se encuentra contenida dentro de los literales 
a) y d) del artículo 14 de la Ley 115 y sus modi -
caciones. 

3. COMENTARIOS 
3.1 La losofía de la enseñan a obligatoria. 
La educación, como uno de los pilares de la in-

serción de las niñas y niños en la sociedad, plantea 
una serie de incógnitas en torno a lo que debe ser 
enseñando al menor desde su tierna infancia como 
un mínimo para entender el entorno en que se de-
sarrolla y forman una serie de valores que resultan 
relevantes, aspecto que ha sufrido cambios impor-
tantes de acuerdo con ciertos períodos, hitos en la 
historia. 

La invasión, conquista y coloni ación del terri-
torio de lo que hoy corresponde a América Latina 
por parte de la corona española produjo las leyes 
de la derrota las cuales se mantuvieron en el pro-
ceso de independencia: el sino de las mismas era la 
eliminación de cualquier vestigio de estos pueblos 
por considerarlo atrasado y contrario al desarrollo 
del país. Para José María Samper, por ejemplo, los 
indígenas eran: 

-
-

2. 
Bajo esa carga, era fácil entender que la edu-

cación, entregada por el concordato de 1887 a las 
comunidades religiosas católicas y extendido a 
comunicaciones protestantes como el ILV, estaba 
dirigida a acabar con cualquier vestigio propio de 
identidad3. De lo que se trataba era de impartir una 
educación fundada en los valores católicos, apos-
1 Corte  19 de mayo 

de 2010. M. P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
2 Mendo a Mindiola, Adaulfo Enrique. Las representacio-

nes regionales en la con guración del Estado Nación: El 
santandereano en los discursos de José María Samper y 
Luis Lópe  de Mesa, Bucaramanga, 2006, en Re exión 
política, año/vol. 8, número 016, diciembre, 2006 pág. 
157. http//redalyc.uaemex.mx/pdf/110/110016.pdf.

3 Cfr. Vasco Uribe, Guillermo, Entre selva y páramo: vi-
viendo y pensando la lucha indígena. Icanh, Bogotá, 
2002  Jimeno, Myriam y Triana, Adolfo, Estado y mino-
rías étnicas en Colombia, Ediciones Cuadernos El Jaguar 
y Fundación para las comunidades colombianas, Bogotá, 
2006.

tólicos y romanos que eran los de la Nación (ar- 
tículo 38 Constitución Política de 1886) y la liber-
tad de cultos estaba supeditada a la moral cristina. 
Por otra parte, el artículo 41, disponía: 

Artículo 41. -

Católica (...) la instrucción primaria costeada con 

La reforma de 1936, puso tangencialmente en 
tela de juicio el modelo, enfati ando en una en-
señan a laica, retomando el programa liberal de 
1935 en el texto de declaración de principios de 
1935 en donde se formula la intervención del Es-
tado (II), la protección al trabajo (principio IX), la 
propiedad como función social (principio XII) y la 
educación gratuita, única, laica y obligatoria (prin-
cipio XVI). El liberalismo se proclama, además, 
como revolucionario, en cuanto pretende crear un 
orden nuevo (principio II). La piedra de toque con 
la iglesia católica está en los artículos 13 y 14 de la 
reforma que se insertan a una constitución que se 
había proclamado expedida “en nombre de Dios, 
fuente suprema de toda autoridad (...)”. Si bien, el 
artículo 13 incorpora la fórmula sofística según la 
cual, se “garanti a la libertad de culto que no sean 
contrarios a la moral cristiana ni a las leyes”, en la 
siguiente norma se introduce la enseñan a gratuita 
y obligatoria, hasta el grado que determine la ley, 
en las escuelas del Estado, así como la inspección 
de la misma. No obstante, la educación a partir del 
proyecto católico se preservó e incluso se refor ó. 

Con la adopción de la Constitución de 1991, 
la orientación formulada anteriormente dio paso 
a una visión pluralista, pluriétnica y pluricultural 
que constituyen los principios fundamentales en 
la organi ación del Estado. (Artículos 7° y 10 C. 
Pol.). Aunque la educación no confesional no era 
ajena al contexto cultural colombiano, no era tan 
común y de allí el valor que tienen esas disposi-
ciones, así como las que concretamente contienen 
los artículos 67 y 68 ib, como ruptura al modelo 
existente hasta el momento. 

En el plano de los objetivos de la educación, el 
ordenamiento constitucional también avan ó en la 
inclusión de ciertos tópicos cruciales en la ense-
ñan a, a saber, los previstos en el artículo 67 como 
son el respeto de los derechos humanos, la pa  y la 
democracia, la práctica del trabajo y la recreación, 
el mejoramiento cultural, cientí co y tecnológico 
y la protección del ambiente (cfr., igualmente el 
artículo 79), dentro de una educación como dere-
cho y servicio público que tiene una función social. 
En otras normas se pueden advertir énfasis educa-
tivos como son la obligación de las personas de 
protección “de las rique as culturales y naturales 
de la Nación” (artículo 8°, igualmente artículo 72) 
y, teniendo en cuenta la diversidad ya señalada, la 
educación bilingüe dentro de los grupos étnicos. 
Así mismo, la libertad de conciencia y la libertad 
de cultos resultan diametralmente importante, en 
la forma en que se imparte la educación (artículos 



GACETA DEL CONGRESO  201  Martes, 13 de mayo de 2014 Página 19

18 y 19). Es en el artículo 40 en donde efectiva-
mente se obliga al estudio de la Constitución en 
todas las instituciones educativas, lo cual incluye 
el aprendi aje de “los principios y valores de la 
participación ciudadana”. Se destaca, igualmente, 
lo relativo al acceso a la cultura, al conocimiento y 
a la expresión artística (Preámbulo, artículos 70 y 
71). Todo ello es además importante, pues la con-
dición de ciudadano hace que, por ese solo hecho, 
se asuman una serie de obligaciones y deberes (ar-
tículo 95). 

Al revisar este cúmulo de normas, se puede ad-
vertir que la educación está en muchas facetas del 
individuo y que no es un proceso que se redu ca a 
la institución educativa. 

En el contexto actual, la educación debe romper 
toda la serie de prejuicios fundados principalmen-
te en la clase social4, el sexo, origen, la condición 
étnica, creencias religiosas, entre otros factores de 
discriminación (artículo 13 C. Pol.). 

Por ello, debe desplegarse una faceta igualadora 
y carente de prejuicios que es fundamental para la 
consolidación de un Estado social de derecho, tal y 
como se indica en su Preámbulo y es preciso estar 
alerta para no replicar prácticas en la enseñan a 
que apuntalan cosmovisiones maniqueas. Para el 
efecto, es importante que la enseñan a no caiga en 
el síndrome que destaca el profesor Fieto Alonso: 

El contenido de la enseñan a, el conjunto de 
conocimientos que la escuela pretende impartir, 
parece pertenecer a eso que se llama el mundo que 
se da por sentado. Lo que se tiene que aprender es 
lo que inevitablemente la escuela ha de transmitir 
para formar futuros ciudadanos y futuros trabaja-
dores. En este capítulo se quiere poner de mani-

esto el modo en que, en realidad, el conocimiento 
escolar es una construcción social y, en consecuen-
cia, una arbitrariedad cultural que favorece a de-
terminados grupos sociales. 

Hay temas que actualmente han suscitado pro-
fundas turbulencias en la enseñan a en socieda-
des en con icto o en poscon icto, que resultan de 
profunda relevancia tanto respecto del qué se debe 
enseñar, como del cómo5. 

En el plano de la obligatoriedad en la enseñan-
a se advierte una gama amplia de tópicos para la 

construcción de ciudadanía y con el n de resque-
brajar visiones excluyentes del mundo que siguen 
4 Un planteamiento sobre este tema en la base de una socie-

dad está en la película Machuca, 2004, dirigida por Andrés 
Wood, en la que promueve un proyecto de integración de 
clases sociales en un colegio privado en Chile. 

5 Entre nosotros el con icto armado ha dejado una secuela 
profunda en la sociedad. En otras sociedades se ha deba-
tido en torno al tema de la enseñan a de la historia. En 
pages Blanch, Joan, “¿Qué se debería enseñar de historia 
hoy en la escuela obligatoria? ¿qué deberían aprender, y 
cómo, los niños y las niñas y los y las jóvenes del pasa-
do?”, Rev. Esc. Hist., Salta. N. 6, dic. 2007. Disponible 
en http:/www.scielo.org.ar/scielo. Php?script=sci art-
text& pid=S1669– 

 9041 2007000100003&Ing=es&nrm=iso, accedido el 8 
abril de 2013. 

repercutiendo en la sociedad. Las recientes trans-
formaciones en materia de respeto a las diferentes 
opciones sexuales ha sido un tema del orden del 
día, no solo en el ámbito nacional, sino internacio-
nal y han adquirido, paulatinamente, protagonismo 
a la par de otras exclusiones inveteradas, asociadas 
al género o a la clase social o a la pertenencia a un 
grupo étnico, entre otras. 

3.2. La cátedra de género 
Se considera como ya se anotó que una cáte-

dra como la propuesta, resulta no solo convenien-
te, sino necesaria, la cual sin duda, está contenida 
dentro de los literales a) y d) del artículo 14 de 
la Ley 115 y sus modi caciones. No obstante, la 
forma en que se destaca se integra a la serie de 
medidas tendientes a mitigar la discriminación por 
ra ón del sexo y propiciar acciones a rmativas. Es 
más, en la Ley 1257 de 2008 aparece lo siguiente: 

-

incorporen la formación en el respeto de los de-

Dicha norma puede considerarse como comple-
mentaria y, adicionalmente, obligatoria, llamada a 
fortalecer el respeto. 

Por otra parte, se prevé que la cátedra de gé-
nero incluya la enseñan a con enfoque diferencial 
de derechos humanos, principios y valores y que 
se haga especial énfasis en la igualdad de género, 
en la de nición y equilibrio de roles de hombres y 
mujeres, la prevención de violencia intrafamiliar, 
así como de la basada en el género y la formación 
en valores sobre la familia. 

Al punto, debe tenerse en cuenta que el género 
es una “categoría que hace referencia a las expec-
tativas de índole cultural respecto de los roles y 
comportamientos de los hombres y mujeres”6. 

En efecto, la Corte Constitucional, al revisar la 
conocida ley de cuotas (Ley 581 de 2000), precisó 
en una nota al pie de página (número 9) lo siguiente: 

La Corte entiende que los términos sexo y gé-
nero no son sinónimos. Cuando se habla de sexo, 
se hace énfasis en la condición biológica que dis-
tingue a los hombres de las mujeres, mientras que 
el género hace referencia a la dicotomía sexual 
que es impuesta socialmente a través de roles. No 
obstante esta diferencia, para efectos prácticos, la 
Corte en esta sentencia utili ará los términos como 
sinónimos, pero aclarando que cuando se utilicen 
están comprendidas ambas dimensiones7. 

Conforme con lo precedente, la cátedra de gé-
nero que se propone en el articulado debe orien-
tar a las y los estudiantes a tratos equitativos entre 
hombres y mujeres. 
6 http://www.ifad.org/gener/glossary s.htm 
7 CORTE CONSTITUCIONAL, Sent. C-371 de 29 de 

mar o de 2000, M. P. Carlos Gaviria Día  
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Así mismo, es menester tener en cuenta que 
la identidad de género (entendido este como una 
construcción cultural), involucra también pobla-
ciones como la LGBTI (lesbianas, gays, bisexua-
les, transgeneristas e intersexuales), dada la es-
trecha relación entre la identidad de género y la 
orientación sexual, aspecto que ha sido tratado de 
esta manera por la Corte Constitucional: 

En lo relativo a la orientación sexual como 
criterio de discriminación, esta Corporación ha 
especi cado que el Estado como garante de la 
pluralidad de derechos, debe proteger la coexis-
tencia de las distintas manifestaciones humanas, 
por lo que no puede vulnerar la esfera privada, a 
menos que con el ejercicio del derecho se desco-
no can ilegítimamente los derechos de los demás 
o el orden jurídico. Por tanto se debe propugnar 
tanto por las autoridades públicas como por parte 
de los particulares que las actitudes ante las ex-
presiones sexuales diversas propias de la comu-
nidad LGBTI, se abstengan de imponer criterios 
o cánones especí cos basados en esquemas hete-
rosexistas. Es lo que la doctrina autori ada ha de-
nominado 
plural de valores, a veces tendencialmente con-
tradictorios, en lugar de homogeneidad ideológi-
ca en torno a un puñado de principios coherentes 

8,9.
Por lo anterior, se considera que la cátedra 

debe incluir contenidos relacionados con el trato 
equitativo entre todas las personas, sin importar 
su orientación sexual, ni su identidad de género, 
sin demérito del equilibrio e igualdad entre hom-
bres y mujeres. De igual manera, se sugiere incluir 
temas de salud sexual y reproductiva, puesto que 
esto permitirá el conocimiento en profundidad de 
los derechos sexuales y reproductivos, y conducirá 
como un ejercicio informado y responsable de los 
mismos, refor ando lo previsto en el literal e) del 
mencionado artículo. 

CONCLUSIÓN 
En los anteriores términos se dejan consignadas 

las observaciones en torno a la iniciativa -
mine. Se considera que esta aúna a los esfuer os 
por lograr la equidad entre hombre y mujer, ob-
jetivo previsto constitucionalmente y uno de sus 
valores, principios y derechos fundamentales. En 
materia de enseñan a, la Ley 1257 de 2008, había 
avan ado sobre el particular. No obstante, es im-
portante señalar que el concepto de género incor-
pora a otros grupos poblacionales que se deberían 
tener en cuenta, como parte del respeto a la diver-
sidad en la orientación sexual. 
8 Luis Prieto Sanchís, “Justicia constitucional y derechos 

fundamentales”. Madrid, Trotta, 2003, p. 117.
9 CORTE CONSTITUCIONAL, Sen T-314 de 4 de 

mayo de 2011 M. P. Jorge Iván Palacio Palacio. 

Cordialmente, 
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